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Buenas tardes,

De manera atenta remito RECURSO DE REPOSICION CONTRA EL AUTO DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DE
2022, con los correspondientes anexos al proceso referenciado en el asunto. Agradezco inmensamente
su atención.

Cordial Saludo,

Jimmy Walter Ospina González.
Apoderado parte demandada

























































 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

C   E   R   T   I   F   I   C   A   D   O 

 
 

 

 

NOS PERMITIMOS CERTIFICAR: Que el (la) señor (a) JUAN CARLOS MARTINEZ 

MARTINEZ.  Identificado (a) con la cedula de ciudadanía N° 80.005.894. Queda (n) a PAZ 

Y SALVO por todo concepto; en referencia a la (s) obligación (es) FACURA DE VENTA 

Nº 004 4607 de fecha 30/11/2019, que tenía (n) pendiente (s) con la firma endosante 

RIVERPEZ INTERNACIONAL SAS.  

 

 

 

Se expide a solicitud del interesado, en la ciudad de Bogotá, a los 13 días del mes de julio 

del año 2022. 

 

 

Cordialmente, 

 

 

 

 

 

                                             

 

                                   

 

 

 

 

 

JAIME ALBERTO CASTILLO. 

Director jurídico 

 



 

 

 

 

 

H. Señor, 

 

JUEZ SESENTA Y OCHO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C. 

Transitorio: JUEZ CINCUENTA DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA 

MÚLTIPLE DE BOGOTÁ D.C. 

E.S.D. 

 

REFERENCIA No.:  Ejecutivo 11001400306820210063900 

 

ASUNTO:  RECURSO DE REPOSICION CONTRA EL AUTO DE FECHA 10 DE 

NOVIEMBRE DE 2022 

 

DEMANDANTE: JAIME ALBERTO CASTILLO CASASBUENAS  

DEMANDADO: GLADYS PATRICIA MARTINEZ MARTINEZ.    

 

 

JIMMY WALTER OSPINA GONZÁLEZ, mayor de edad, identificado con Cédula de 

Ciudadanía No. 80.472.560 de Bogotá y Código Estudiantil No. 576843, domiciliado en 

ésta ciudad, y dirección electrónica jimmywalter.ospina@campusucc.edu.co, obrando 

en calidad de estudiante del consultorio jurídico de la Universidad Cooperativa de 

Colombia, conforme a credencial código No. FP115-31 de fecha 25 de octubre de 2022, 

obtenida para representar en este proceso a la demandada GLADYS PATRICIA 

MARTINEZ MARTINEZ, encontrándome dentro del término legal, por medio del presente 

escrito me permito impetrar RECURSO DE REPOSICION contra el auto de fecha 10 Nov. 

2022 y notificado mediante edicto de fecha 10/11/2022.   

Señor Juez, con el acostumbrado  respeto me permito sustentar el presente recurso 

conforme a los siguientes argumentos de hecho y derecho:   

 

 

I. SUSTENTACION DEL RECURSO:  

 

Frente a la improcedencia prevista en el artículo 461 de CGP, bajo el presupuesto que 

debe ser solicitado por el ejecutante, es relevante precisar que EXISTEN HECHOS 

NUEVOS QUE EL DESPACHO DESCONOCE POR CUANTO EL DEMANDANTE HA 

OCULTADO INFORMACION AL DESPACHO DE MANERA FRAUDULENTA, 

SITUACION QUE INFORMO CONFORME A LOS SIGUIENTES HECHOS: 

  

1. En el punto uno (1) del memorial allegado al despacho en fecha  31.10.2022, se 

manifiesta que se acepta la firma y por lo tanto la existencia del título 



 

 

 

 

 

valor “letra de cambio” suscrito por la señora GLADYS PATRICIA MARTINEZ 

MARTINEZ, por los motivos mencionados en dicho memorial: así como en el 

numeral dos (2).  

 

Para su conocimiento señor juez, la demandada GLADYS PATRICIA MARTINEZ 

MARTINEZ siendo empleada de la empresa RIVERPEZ INTERNACIONAL SAS, 

suscribió una letra de cambio en blanco, DEJANDO ESPACIOS EN BLANCO,  lo 

cual arbitrariamente fue diligenciado a favor de la compañía RIVERPEZ 

INTERNACIONAL S.A.S. sin tener como soporte una carta de instrucciones como 

lo establece el Art. 622 Del Dto. 410 de 1971 C.Co.  

 

No se comprende el por qué el entonces empleador de la demandada,   

RIVERPEZ INTERNACIONAL S.A.S, representada legalmente por OSCAR 

MIGUEL RIVERO GUARIN,  insto a la entonces empleada y aquí demandada 

GLADYS PATRICIA MARTINEZ MARTINEZ suscribir una letra de cambio, a 

sabiendas que existía la factura de venta respaldando la obligación,  

constituyéndose la factura de venta como un título valor idóneo y suficiente 

para adelantar la acción cambiaria respectiva, TENIÉNDOSE ENTONCES AQUÍ 

DOS TÍTULOS VALORES QUE GENERAN DOS OBLIGACIONES DISTINTAS 

GARANTIZANDO EL PAGO DE UNA MISMA OBLIGACIÓN, CUAL FUE: VENTA 

DE VÍVERES AL SEÑOR JUAN CARLOS MARTÍNEZ MARTÍNEZ EN FECHA 

30.11.2019 MEDIANTE FACTURA DE VENTA F4-4607.  

 

Por lo tanto en lo expresamente dicho y los demás puntos subsiguientes al memorial 

allegado el pasado 31.10.2022, NO se persigue desconocer la obligación objeto 

de la demanda, ni el título base de la ejecución.   

 

Se solicita al despacho  REQUERIR AL DEMANDANTE para que explique:  

 

1. POR QUÉ NO INFORMO AL DESPACHO QUE LA  LETRA DE CAMBIO 

OBJETO DE COBRO EN ESTE PROCESO, Y QUE EL ADQUIRIO MEDIANTE 

ENDOSO EN PROPIEDAD,  FUE GENERADA PARA GARANTIZAR EL PAGO 

DE LA OBLIGACION ADQUIRIDA MEDIANTE LA FACTURA DE VENTA F4-

4607 DE FECHA 30.11.2019   

 

2. POR QUÉ NO INFORMO AL DESPACHO QUE LA OBLIGACION 

ADQUIRIDA MEDIANTE FACTURA DE VENTA F4-4607 DE FECHA 

30.11.2019,  YA LE FUE PAGA EN SU TOTALIDAD,  MOTIVO POR EL 

CUAL EXPIDIO CERTIFICADO DE PAZ Y SALVO DE FECHA 13.7.2022, 



 

 

 

 

 

MOTIVADO A CUMPLIMIENTO DE DEMANDA DE TUTELA EXPEDIENTE 

11001400305320220072500 Juzgado Cincuenta y Tres (53) Civil 

Municipal Bogotá con radicado 11001400305320220072500 

Accionante: JUAN CARLOS MARTINEZ MARTINEZ Accionada: 

CASTILLO & CASTILLO LEGAL CONSULTING SAS. 

 

Señor Juez, como se informó en el memorial de fecha 31.10.2022,  los pagos parciales 

y el pago total de la obligación se realizó en el curso de este proceso ejecutivo, Y DE 

LO CUAL EL DEMANDANTE GUARDA SILENCIO, AUN QUE COMO YA SE HA 

MENCIONADO,  EXPIDIÓ EN FECHA 13.7.2022 CERTIFICADO DE PAZ Y SALVO,  más 

aún,  cuando el demandante JAIME ALBERTO CASTILLO CASASBUENAS, en su amplia 

y continua experiencia de cobranza sabe que dichos pagos se pueden reportar en 

cualquier etapa del proceso, tal como se indica en el artículo 461 del C.G.P., pero a 

sabiendas de la consecuencias jurídicas que injustamente se generan contra 

la demandante GLADYS PATRICIA MARTINEZ MARTINEZ, el demandante  

JAIME ALBERTO CASTILLO CASASBUENAS, insiste continuar con la ejecución 

después que en CERTIFICADO DE PAZ Y SALVO admite que la obligación 

objeto de este proceso ya le fue pagada.  

 

Así las cosas señor Juez,  lo que se pretende es dar a conocer que la obligación objeto 

de la presente ejecución YA SE ENCUENTRA PAGADA, Y COMO CONSECUENCIA LO 

IDONEO Y JUSTO ES QUE  EL PROCESO DEBA TERMINAR.  

 

Por lo anterior, ya informados los hechos nuevos y soportados con 

documentos probatorios adjuntos al memorial de fecha 31.10.2022, dejo a su 

diligente discreción, y en armonía a las reglas de la lógica, la experiencia y la sana critica 

en la observación del acervo probatorio,  el principio de seguridad jurídica, el principio 

de la buena fe constitucional, el derecho fundamental  al debido proceso,  resolver a 

favor de la demandada GLADYS PATRICIA MARTINEZ MARTINEZ las objeciones 

presentadas,  soportadas en hechos no conocidos en el presente proceso, hasta el 

momento de allegar el memorial de terminación, acompañado de pruebas pertinentes 

al pago total de la obligación, que en cualquier momento de las formalidades procesales, 

dirigidas por especializados, puede conllevar a la detección de errores graves y de esta 

forma evitar que mi apoderada sea ejecutada por una suma no debida, ya que de no 

ser así, ESTARIA PAGANDO DOS VECES  LA MSIMA OBLIGACION, quitaría la posibilidad 

de contradicción, en la etapa de liquidación del crédito, solo porque el demandante sin 

explicación alguna, nunca incorporó al crédito las consignaciones, ni allegó al despacho 

información de los pagos recibidos en relación con la obligación,  para que resulte 



 

 

 

 

 

ajustada la liquidación a la realidad fáctica, además vulnerando con ello el artículo 13 

de la C.P., cuando la demandada no goza de la protección especial en favor de grupos 

que se encuentren en estado de debilidad manifiesta o que se encuentren afectadas por 

sus condiciones socioeconómicas, como lo pueden ser por ejemplo deudores que 

paguen doble vez una misma deuda al mismo acreedor. 

 
 
 
 

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Es claro y categórico, cuando al tenor del artículo segundo (2) de la Constitución Política, 

“las autoridades están instituidas, para proteger a todas las personas residentes en 

Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades”, no 

pueden dejarse desamparados de las garantías judiciales, y de la protección efectiva de 

sus derechos, en este sentido,  a aquellas personas que no poseen idóneos 

conocimientos jurídicos, suficientes,  para saber cómo deben hacer valer sus derechos 

cuando son parte de un proceso judicial,  o que no poseen los recursos económicos 

para contratar la asesoría de un profesional, y contar con una efectiva tutela judicial, en 

procura de su seguridad jurídica. 

 

A este respecto se pronunció, la H. Corte Constitucional en sentencia SU-846 de 2000, 

M.P. Dr. ALFREDO BELTRÁN SIERRA,  señalo respecto de los deberes de Jueces de la 

Republica en un Estado Social y de Derecho lo siguiente: 

 

“ No puede olvidarse que la función de los jueces, en el marco de en un Estado Social 

de Derecho, tal como está definido el Estado Colombiano en el artículo primero de la 

Constitución es, es precisamente, materializar en sus decisiones, los principios y fines 

del Estado, entre los que se encuentra no sólo el mantenimiento de un orden justo sino 

la efectividad de los derechos de todas y cada una de las personas, que habitan el 

territorio colombiano, articulo 2. Luego corresponde a aquéllos, en cada caso concreto, 

adoptar las medidas que fueren pertinentes para remover las inquietudes, que se 

hubiesen podido presentar, en razón de la aplicación de normas declaradas contrarias 

al ordenamiento constitucional, aún cuando éstas al momento de ser utilizadas, se 

presumieran conformes a aquél. 

 

Los jueces en desarrollo de su función, se repite, debe hacer una interpretación de la 

normatividad que involucre, los principios y valores constitucionales, a efectos de dar 

prevalencia a los derechos de cada uno de los asociados. Por tanto, éstos en su labor 

interpretativa no puede dejar de lado la doctrina constitucional, pues ella, precisamente  

plasma el sentido y orientación que, desde la órbita constitucional, debe darse al 

ordenamiento jurídico. Se requiere, entonces, una acción conjunta dentro de la 

jurisdicción que imprima un sentido de unidad no sólo en la interpretación sino en la 

publicación del conjunto normativo existente, a la luz de los principios y valores que 

emanen de la Constitución, cuya finalidad, en si misma, ha de ser la prevalencia y 

eficacia de los Derechos y garantías de los asociados.” 



 

 

 

 

 

 

 
Así mismo, con relación  a la CARACTERIZACION DEL DEFECTO PROCEDIMENTAL POR 

EXCESO RITUAL MANIFIESTO, la honorable  Corte Constitucional en  Sentencia 

SU061/18, Magistrado Ponente: LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ, enuncia:  

 
CARACTERIZACION DEL DEFECTO PROCEDIMENTAL POR EXCESO RITUAL 
MANIFIESTO-Reiteración de jurisprudencia 
 
“El defecto procedimental por exceso ritual manifiesto puede entenderse, en términos 

generales, como el apego estricto a las reglas procesales que obstaculizan la 

materialización de los derechos sustanciales, la búsqueda de la verdad y la adopción de 

decisiones judiciales justas. En otras palabras, por la ciega obediencia al derecho 

procesal, el funcionario judicial abandona su rol como garante de la normatividad 

sustancial, para adoptar decisiones desproporcionadas y manifiestamente incompatibles 

con el ordenamiento jurídico. Bajo este supuesto, la validez de la decisión adoptada 

judicialmente no solo se determina por el cumplimiento estricto de las reglas procesales, 

sino que además depende de la protección de los derechos sustanciales. Por ello, ha 

sostenido la Corte, el sistema procesal moderno no puede utilizarse como una razón 

válida para negar la satisfacción de tales prerrogativas, en la medida que la existencia 

de las reglas procesales se justifica a partir del contenido material que propenden”. 

 

 

Así mismo y con relación a un caso similar al que nos atañe, en sentencia STC3298-

2019  de fecha 14/03/2019, proferida por SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA DEL  

TRIBUNAL SUPERIOR SALA CIVIL - FAMILIA DE CUNDINAMARCA.,  Rad.:  T 

2500022130002019-00018-0, MP.: LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA. Se resolvió 

con decisión de REVOCA CONCEDE TUTELA, acción promovida por DIANA FERNANDA 

CHAPARRO RIVERA contra JUZGADOS PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO Y SEGUNDO 

CIVIL MUNICIPAL, AMBOS DE GIRARDOT. 

 

Y de conformidad con el siguiente problema jurídico:  

¿Se vulnera el derecho al debido proceso de la ex trabajadora demandada 

ejecutivamente por el empleador, al dictar sentencia de seguir adelante con la ejecución 

y desestimar la excepción por ella presentada de cobro de lo no debido, con base en el 

pagare exigido por su empleador, como garantía para su ingreso a la empresa, en caso 

de presentarse algún faltante de dineros en la actividad contratada? 

 
Tesis: 
 
“El ad quem incurrió en la vía de hecho endilgada porque no estudió el pagaré 
presentado como base del coercitivo a la luz de las anteriores disquisiciones, así como 
tampoco se pronunció suficientemente en cuanto a la excepción denominada “cobro de 
lo no debido”, desconociendo que el juez ejecutivo, es ante todo, y sobre todo, el juez 
del título fundamento del compulsivo”.  

 



 

 

 

 

 

En la parte motiva y de consideraciones de esta providencia del tribunal se ha 

manifestado:  

 

“Los funcionarios judiciales han de vigilar que al interior de las actuaciones procesales 

perennemente se denote que los diversos litigios, teleológicamente, lo que buscan es 

dar prevalencia al derecho sustancial que en cada caso se disputa (artículos 228 de la 

Constitución Política y 11 del Código General del Proceso); por supuesto, ello comporta 

que a los juzgadores, como directores del proceso, legalmente les asiste toda una serie 

de potestades, aun oficiosas, para que las actuaciones que emprendan atiendan la 

anotada finalidad, mismas que corresponde observarlas desde la panorámica propia de 

la estructura que constituye el sistema jurídico, mas no desde la óptica restricta derivada 

de interpretar y aplicar cada aparte del articulado de manera aislada (…)”.  

 

“De ese modo las cosas, todo juzgador, no cabe duda, está habilitado para volver a 

estudiar, incluso ex officio y sin límite en cuanto atañe con ese preciso tópico, el título 

que se presenta como soporte del recaudo, pues tal proceder ha de adelantarlo tanto 

al analizar, por vía de impugnación, la orden de apremio impartida cuando la misma es 

de ese modo rebatida, como también a la hora de emitir el fallo con que finiquite lo 

atañedero con ese escrutinio judicial, en tanto que ese es el primer aspecto 

relativamente al cual se ha de pronunciar la jurisdicción, ya sea a través del juez a quo, 

ora por el ad quem (…)”.  

 

“Y es que, como la jurisprudencia de esta Sala lo pregonó en plurales oportunidades 

relativamente a lo al efecto demarcado por el Código de Procedimiento Civil, lo cual 

ahora también hace en punto de las reglas del Código General del Proceso, para así 

reiterar ello de cara al nuevo ordenamiento civil adjetivo, ese proceder es del todo 

garantista de los derechos sustanciales de las partes trabadas en contienda, por lo que 

no meramente se erige como una potestad de los jueces, sino más bien se convierte en 

un «deber» para que se logre «la igualdad real de las partes» (artículos 4º y 42-2º del 

Código General del Proceso) y «la efectividad de los derechos reconocidos por la ley 

sustancial» (artículo 11º ibidem) (…)”.  

 

“Ese entendido hace arribar a la convicción de que el fallador mal puede ser un 

convidado de piedra del litigio, sino que, en cambio, antes que otra cosa, tiene que 

erigirse dentro del juicio en un defensor del bien superior de la impartición de justicia 

material. Por tanto, así la cita jurisprudencial que a continuación se transcribe haya sido 

proferida bajo el derogado Código de Procedimiento Civil, la misma cobra plena vitalidad 

para predicar que del mismo modo, bajo la vigencia del Código General del Proceso: 

[T]odo juzgador, sin hesitación alguna, […] sí está habilitado para estudiar, aun 

oficiosamente, el título que se presenta como soporte del pretenso recaudo ejecutivo, 

pues tal proceder ha de adelantarlo tanto al analizar, por vía de impugnación, la orden 

de apremio dictada cuando la misma es rebatida, y ello indistintamente del preciso 

trasfondo del reproche que haya sido efectuado e incluso en los eventos en que las 

connotaciones jurídicas de aquel no fueron cuestionadas, como también a la hora de 

emitir el fallo de fondo con que finiquite lo atañedero con ese escrutinio judicial, en 

tanto que tal es el primer tópico relativamente al cual se ha de pronunciar a fin de 

depurar el litigio de cualesquiera irregularidad sin que por ende se pueda pregonar 

extralimitación o desafuero en sus funciones, máxime cuando el proceso perennemente 

ha de darle prevalencia al derecho sustancial (artículo 228 Superior) (…)”.  



 

 

 

 

 

 

“De modo que la revisión del título ejecutivo por parte del juez, para que tal se ajuste 

al canon 422 del Código General del Proceso, debe ser preliminar al emitirse la orden 

de apremio y también en la sentencia que, con posterioridad, decida sobre la litis, 

inclusive de forma oficiosa (…)”.  

 

“Y es que, valga precisarlo, el legislador lo que contempló en el inciso segundo del 

artículo 430 del Código General del Proceso fue que la parte ejecutada no podía 

promover defensa respecto del título ejecutivo sino por la vía de la reposición contra el 

mandamiento de pago, cerrándole a ésta puertas a cualquier intento ulterior de que ello 

se ventile a través de excepciones de fondo, en aras de propender por la economía 

procesal, entendido tal que lejos está de erigirse en la prohibición que incorrectamente 

vislumbró el tribunal constitucional a quo, de que el juzgador natural no podía, motu 

proprio y con base en las facultades de dirección del proceso de que está dotado, volver 

a revisar, según le atañe, aquel a la hora de dictar el fallo de instancia; otro entendido 

de ese precepto sería colegir inadmisiblemente que el creador de la ley lo que adoptó 

fue la ilógica regla de que de haberse dado el caso de librarse orden de apremio con 

alguna incorrección, ello no podía ser enmendado en manera alguna, razonamiento que 

es atentatorio de la primacía del derecho sustancial sobre las ritualidades que es 

postulado constitucional y que, por ende, no encuentra ubicación en la estructura del 

ordenamiento jurídico al efecto constituido (…)”».  

 

 
 
 

III. PRETENSIONES: 
 

 

Respetuosamente solicito al señor Juez reponer el auto de fecha 10 Nov. 2022 y 

notificado mediante edicto de fecha 10/11/2022,  y a su vez: 

 

1.  REQUERIR AL DEMANDANTE para que explique:  

 

a. POR QUÉ NO INFORMO AL DESPACHO QUE LA  LETRA DE CAMBIO OBJETO DE 

COBRO EN ESTE PROCESO, Y QUE EL ADQUIRIO MEDIANTE ENDOSO EN 

PROPIEDAD,  FUE GENERADA PARA GARANTIZAR EL PAGO DE LA OBLIGACION 

ADQUIRIDA MEDIANTE LA FACTURA DE VENTA F4-4607 DE FECHA 30.11.2019   

 

b. POR QUÉ NO INFORMO AL DESPACHO QUE LA OBLIGACION ADQUIRIDA 

MEDIANTE FACTURA DE VENTA F4-4607 DE FECHA 30.11.2019,  YA LE FUE 

PAGA EN SU TOTALIDAD,  MOTIVO POR EL CUAL EXPIDIO CERTIFICADO DE 

PAZ Y SALVO DE FECHA 13.7.2022, MOTIVADO A CUMPLIMIENTO DE DEMANDA 

DE TUTELA EXPEDIENTE 11001400305320220072500 Juzgado Cincuenta y Tres 

(53) Civil Municipal Bogotá con radicado 11001400305320220072500 

Accionante: JUAN CARLOS MARTINEZ MARTINEZ Accionada: CASTILLO & 

CASTILLO LEGAL CONSULTING SAS. 



 

 

 

 

 

 

2. LAS DEMÁS QUE EL SEÑOR JUEZ SE SIRVA ORDENAR EN PROCURA DEL 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, LA BÚSQUEDA DE LA VERDAD, Y 

SEGURIDAD JURÍDICA.  

 
 
 
 

IV. PRUEBAS: 
 
Sírvase tener por pruebas de este recurso los documentos aportados al memorial de 
fecha 31.10.2022 
 
 
 
 
Del Señor Juez, 
 
 
 
 
 
JIMMY WALTER OSPINA GONZÁLEZ. 
Estudiante del consultorio jurídico  
Universidad Cooperativa de Colombia. 
 
Correo E.:  jimmywalter.ospina@campusucc.edu.co 
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Buenas tardes,

De manera atenta remito RECURSO DE REPOSICION CONTRA EL AUTO DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DE
2022, con los correspondientes anexos al proceso referenciado en el asunto. Agradezco inmensamente
su atención.

Cordial Saludo,

Jimmy Walter Ospina González.
Apoderado parte demandada



Señor, 

JUEZ SESENTA Y OCHO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C. 

Transitorio: JUEZ CINCUENTA DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA 

MÚLTIPLE DE BOGOTÁ D.C. 

E. S. D. 

REFERENCIA No.: 11001 4003068 2021 0063900 

ASUNTO: RECURSO DE REPOSICIÓN - LIQUIDACIÓN DE CREDITO 

PROCESO EJECUTIVO 

DEMANDANTE: JAIME ALBERTO CASTILLO CASASBUENAS 

DEMANDADA: GLADYS PATRICIA MARTINEZ MARTINEZ 

 

Señor Juez: 

JIMMY WALTER OSPINA GONZALEZ, mayor de edad, identificado con Cédula de 

Ciudadanía No. 80472560 , domiciliado en ésta ciudad y dirección electrónica 

Jimmywalter.ospina@campusucc.edu.co, obrando en calidad de estudiante del 

consultorio jurídico de la Universidad Cooperativa de Colombia, conforme a 

credencial código No. FP115-31 de fecha 25 de octubre de 2022, obtenida para 

representar en este proceso a la demandada GLADYS PATRICIA MARTINEZ 

MARTINEZ, encontrandome dentro del termino legal, por medio del presente 

escrito me permito: 

Interponer recurso de reposición, frente a la liquidación de credito aportada por 

la parte actora así: 

1ro Señor juez, dando justa aplicación a los pagos anexos en este recurso, de 

manera atenta informo cada una de las consignaciones desde el 27 de marzo del 

2020, hasta el 08 de febrero de 2022, consiganciones que dan cuenta del pago 

total de la obligación, meses antes de ser generada la presente liquidación. 

2do De manera atenta ruego no tener presente la condena en costas impetrada 

por la parte ejecutante. 

3ro De existir depositos judiciales dentro del presente proceso, solicito a su 

señoria, se ordenen la entrega de los misos a favor de la parte demandada, 

teneindo en cuenta que desde el segundo mes del presente año la obligación se 

encuentra saldada en su totalidad. 



De conformidad con la sentencia STC-3298-2019, en la cual se manifiesta, “Los 

funcionarios judiciales han de vigilar que al interior de las actuaciones 

procesales perennemente se denote que los diversos litigios, 

teleológicamente, lo que buscan es dar prevalencia al derecho sustancial 

que en cada caso se disputa (artículos 228 de la Constitución Política y 11 

del Código General del Proceso); por supuesto, ello comporta que a los 

juzgadores, como directores del proceso, legalmente les asiste toda una serie 

de potestades, aun oficiosas, para que las actuaciones que emprendan 

atiendan la anotada finalidad, mismas que corresponde observarlas desde 

la panorámica propia de la estructura que constituye el sistema jurídico, 

mas no desde la óptica restricta derivada de interpretar y aplicar cada aparte 

del articulado de manera aislada (…)”. 

 

Aplicando las consideraciones expuestas a la presente liquidación de credito, 

respetuosamente aporto en orden cronologico cada una de las pruebas que 

demuestran los abonos hasta culminar el pago total de la obligación, dando 

prevalencia al Derecho SUSTANCIAL, en relación con las demas etapas del 

proceso de la siguiente forma: 

1. 30 de noviembre de 2019 – Factura de venta No. 004-4607, generada por 

RIVERPEZ INETRNACIONAL SAS por valor de $ 10.196.718. 

2. -27 de marzo de 2020 - Abonos a la  Factura de venta No. 004-4607, por 

valor de $ 200.000 

-27 de abril de 2020 - Abonos a la  Factura de venta No. 004-4607, por valor 

de $ 1.200.000. 

-24 de junio de 2020 –Liquidación del contrato de trabajo y abono a la 

oblogación por la demandada , por valor de $ 607.660 

Cuenta detallada con pagos aplicados, mencionados en los numerales 1y 2  

3. Liquidación laboral 

4. 01 de julio de 2020 –Acta de descargos con la aplicación del pago 

mencionado el 24 de junio. 

5. 08 de marzo de 2021 –Requermiento de pagos generado por Castillo y 

Castillo Legal Consulting 

6. 12 de mayo de 2021 –Acuerdo de pagos generado por Castillo y Castillo 

Legal Consulting 



7. Mayo 7 de 2021 hasta 8 de febrero de 2022 –Relación de pagos a Castillo 

y Castillo Legal Consulting 

8. Julio 13 de 2022–Paz y Salvo con información de la factura y datos del 

endosante. 

 

se aporta con posterioridad a la demanda, dicha liquidación evidencia la omisión 

de informar al despacho la relación existente entre la factura de venta No. F4-

4607 de fecha 10-11-2019 por valor de DIEZ MILLONES CIENTO NOVENTA Y SEIS 

MIL SETECIENTOS DIECIOCHO PESOS M/CTE ($10.196.718), y  la letra de cambio 

endosada por la compañía RIVERPEZ INTERNACIONAL S.A.S. a la oficina de 

cobranzas CASTILLO Y CASTILLO LEGAL CONSULTING SAS, tal como se mencionó 

en el hecho 6 del memorial allegado el pasado 31 de octubre. 

2.- Aunado a lo anterior y teniendo en consideración los hechos expuestos en el 

memorial allegado al honorable despacho el pasado 31 de octubre, se ratifica la 

intención de callar  al juzgado todo lo relacionado con los abonos y 

consignaciones recibidas, con el fin de inducir al despacho a la celeridad procesal, 

buscando el cumplimiento de un pago de lo no debido con implicaciones juridcas 

en contra del patrimonio de la demandada, hechos por los que objeto la 

liquidación presentada por la parte actora, en la que no se reconoce ningún 

soporte de recaudo que hacen parte de nuevos acontecimientos reales 

actualmente ya conocidos por el despacho y que puden ser objeto de garantías 

de los derechos sustanciales de las partes. 

3.- En cuanto a las conductas demostradas por el demandante, queda 

demostrado lo siguiente: 

a) Que según el acuerdo de pago obrante en los pdf anexos al presente 

docuemnto, el demandante firmó acuerdo de pago con el deudor el 12 de 

mayo y el 21 de mayo del mismo año, radicó demanda contra mi 

poderdante, con el fin de cobrar dos veces la misma deuda. 

 

b) Que a la fecha, gracias al silencio de la parte actora, las actuaciones 

procesales han avanzado en el marco de la Ley, con las respectivas medidas 

cautelares y garantizando el acceso a la justicia se da paso a presentar la 

liquidación de un credito con el que el demandante pretende cobrar 24 

meses de  inetereses de mora, obteniendo beneficio propio, despues de 



expedir un certificado de paz y salvo, de fecha 13 de julio, constituyendo 

claramente faltas contempladas en el articulo 37, numeral 4 de la Ley 1123 

de 2007. 

 

 

El presente documento se presume autentico de conformidad con lo reglado en 

la Sección Tercera Título Único Capítulo IX, Artículo 244 del Código General del 

Proceso. DOCUMENTO AUTÉNTICO en su inciso 2. “Los documentos públicos y los 

privados emanados de las partes o de terceros, en original o en copia, elaborados, 

firmados o manuscritos, y los que contengan la reproducción de la voz o de la 

imagen, se presumen auténticos, mientras no hayan sido tachados de falso o 

Desconocidos, según el caso” e inciso 3 “También se presumirán auténticos los 

memoriales presentados para que formen parte del expediente, incluidas las 

demandas, sus contestaciones, los que impliquen disposición del derecho en 

litigio y los poderes en caso de sustitución”. 

 

Del Señor Juez, 

 

 
JIMMY WALTER OSPINA 
GONZALEZ C.C. 80.472.560 
con dirección electrónica 
Jimmywalter.ospina@campusucc.edu.co 


